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INTRODUCCIÓN 

Existen varios mecanismos jurídicos para enajenar un inmueble, pero ¿Qué quiere decir 
“enajenación de inmuebles”? Primero, cuando hablamos de inmueble estamos haciendo 
alusión a cualquier tipo de propiedad que NO se puede trasladar o separar del lugar que se 
halla, como tierras, casas y edificios. Y segundo, al hablar de enajenar nos referimos al acto 
de vender, donar o ceder el derecho o el dominio que se tiene sobre una propiedad. Suena 
sencillo, deseo vender o donar mi inmueble y lo hago, pero que sucede en el caso contrario 
de que alguien reclama ser dueño o usuario habitual de un sitio y desea obtener un título de 
dominio que lo acredite, bueno, en ese caso se habla de saneamiento y en Chile se encuentra 
regulado bajo el Decreto de ley 2.695 del año 1979. Sin embargo, el saneamiento en Chile 
excluye explícitamente a predios fiscales, entonces, ¿Qué pasa en tales casos?  

Existe el decreto de ley 1.939 del año 1977 el cual fue creado para regular la “adquisición, 
administración y disposición de bienes del estado” pero no habla de saneamiento, 
entendiéndose con ello que la propiedad fiscal no puede ser saneada, pero si vendida o 
entregada en administración. Hecho que resulta preocupante, si consideramos que el 
Ministerio de Bienes Nacionales administra cerca del 55,14% del territorio nacional1 y que 
los mecanismos y criterios utilizados por el Ministerio para llevar a cabo dichas entregas, son 
de total desconocimiento de la mayoría de la población. 

Los Decreto de Ley norman sobre materias propias de una ley y al normar, lo que se está 

haciendo es entregar algunas reglas básicas respecto a qué hacer en una situación particular, 

en este caso, el DL 1.939/77 lo que hace es fijar todas las acciones que se pueden tomar 

respecto a la adquisición, administración y disposición de un terreno fiscal. Sin embargo, 

estos decretos al ser muchas veces genéricos se operativizan a partir de otros instrumentos, 

como, por ejemplo, órdenes ministeriales, las cuales al ser actos administrativos de la 

institución pueden ser derogadas y reemplazadas con facilidad, por ejemplo, cuando hay 

cambio de gobierno. De acuerdo al Decreto Supremo 389 de 1981, que fija el “Reglamento 

Orgánico del Ministerio de Bienes Nacionales”, como parte de las funciones y atribuciones 

del Ministro, está el “dictar resoluciones, instrucciones y otras normas específicas técnicas y 

                                                           
1 Información entregada por el Jefe Unidad de Gestión Territorial y Patrimonio en Seminario Áreas 
Protegidas del Estado organizado por Fundación Aumen. 24 de julio 2020. Link: 
https://www.facebook.com/AumenOng/videos/277515236879048/?q=aumen 

https://www.facebook.com/AumenOng/videos/277515236879048/?q=aumen


 

de función sectorial que estime necesarias para el desarrollo regular, continuo y eficiente de 

las actividades que corresponden al Ministerio2.”  

Un ejemplo de lo anterior se da en los dos gobiernos anteriores. Por una parte, durante el 
primer mandato de Sebastián Piñera (2010-2014) se dicta la orden ministerial N°1 del 21 de 
septiembre del 20123 en la que se plantea “dar preferencia a la enajenación por sobre el 
arriendo, concesión, u otra forma de administración respecto de aquellos inmuebles que son 
prescindibles4 y se encuentran disponibles, especialmente cuando se trate de departamentos, 
viviendas, construcciones desocupadas o sitios eriazos ubicados en el radio urbano.” Y así fue 
que, durante el gobierno de Sebastián Piñera los ingresos del Ministerio por concepto de 
ventas incrementaron sustancialmente. En cambio, en el segundo gobierno de Michelle 
Bachelet (2014-2018) se deroga esta orden ministerial  y se sustituye por una nueva del 9 de 
marzo 20155 y con ello deja sin efecto el mandato anterior, priorizando los arriendos por 
sobre las ventas.  

La cuenta pública del Ministerio de Bienes Nacionales del 2017, muestra que se pueden 
alcanzar importantes, crecientes y estables ingresos en el tiempo por concepto de 
administración, sin necesidad de disminuir la propiedad fiscal (ver gráfico anexo 1). Sin 
embargo, a pesar de que la modalidad de arriendo permite obtener ingresos considerables, 
el sistema de recaudación del Ministerio es poco eficiente y se generan una importante 
cantidad de moras. 6 

Agravando la situación, no existe un instrumento legal que defina los criterios o uso de la 
propiedad fiscal, vale decir, un ordenamiento territorial que establezca las 
aptitudes/vocaciones de cada predio (usos de la tierra), quedando otra vez en manos del 
ejecutivo de turno, decidir qué actividad favorecer, prevaleciendo generalmente, el uso 
productivo, independiente de los atributos o particularidades especiales que pudiera tener 
el terreno (p/e: ser refugio de especies en estados de conservación o Ramsar, estar ubicados 
cerca de áreas prioritarias de conservación, ser corredor biológicos entre dos áreas 
protegidas, prestar servicios ecosistémicos fundamentales, etc.).  

Las órdenes ministeriales también fijan los criterios para destinar inmuebles fiscales a 
categoría de Bienes Nacionales Protegidos, y si bien no existen diferencias en los criterios 

                                                           
2 Decreto Supremo N°389 de 1981, Título III, artículo 6 letra b.  
3 Orden Ministerial N°1 del 21 de septiembre del 2012 la cual imparte normas en materia de enajenación y 
administración de Bienes Fiscales. Deroga Orden Ministerial N°265, del 17 de mayo 2005. 
4 Bienes Prescindibles: son aquellos inmuebles fiscales que el Ministerios declara como tales, sea de oficio o 
solicitud de parte. Orden Ministerial N°1 del 21 de septiembre del 2012.  
5 Orden Ministerial N°1 del 9 de marzo del 2015 la cual imparte normas en materia de enajenación y 
administración de Bienes Fiscales. Deroga Orden Ministerial N°1, del 21 de septiembre del 2012. 
6 Declaración del Ministro de Bienes Nacionales Felipe Ward en reunión con el Consejo de la Sociedad Civil 
del Ministerio de Bienes Nacionales 



 

utilizados para tal fin en las últimas órdenes ministeriales ejemplificadas anteriormente, esta 
también es una decisión que puede mutar tras un cambio de gobierno. 

A continuación, revisaremos en detalle los temas que tienen relación con el dominio de la 
tierra ya sea por enajenación o saneamiento de esta. El objetivo es poder aclarar ciertas 
dudas relacionadas al uso adecuado de los conceptos y entender un poco más acerca de los 
procedimientos y normativas detrás de estas acciones. Adicionalmente durante todo el 
documento, se esbozan reflexiones sobre el actual escenario país, destacándose las 
carencias legales o normativas que van, muchas veces, en desmedro de la conservación de 
nuestro patrimonio natural y cultural.  

SANEAMIENTOS 

El tema de los saneamientos en Chile viene del tiempo de la colonia y está legislado a través 
del D.L. 2.695 del año 1979. Cómo su nombre lo dice, este decreto “fija las normas para 
regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y la constitución del dominio sobre ella.” 
Esto quiere decir que, a quienes declaren ser poseedores regulares de un terreno, el 
Ministerio de Bienes Nacionales (MBN), junto al Conservador de Bienes Raíces, les otorgan 
el título de dominio del terreno y pasan a ser dueños de esa tierra.  

Los requisitos solicitados para declararse poseedor regular de un terreno son (fuente: MBN): 

- Posesión material pacífica, continua y exclusiva por un tiempo no inferior a 5 años.  
- El avalúo del inmueble a regularizar no debe exceder de 800 UTM si es rural y 380 

UTM si es urbano.      
- No debe existir juicio pendiente sobre el dominio o posesión del inmueble a 

regularizar.      
- El bien raíz debe contar con límites claros y ser aceptados por los vecinos colindantes.      

Como se puede apreciar, los requisitos para poder acceder a la titularidad del terreno no son 
muchos. Debido a esta insuficiente lista de requerimientos y a la falta de prolijidad de parte 
de la autoridad a cargo es que a este decreto se le conoce también como “el decreto ladrón”. 
En los últimos años, son incontables los casos de propietarios legítimos que un día se 
encontraron con que sus tierras ya no les pertenecían.  Sucede que una vez otorgado el título 
de dominio, es muy complejo revertirlo y requiere de una alta inversión, además, el inciso 2 
del artículo 2 señala que “no será obstáculo para el ejercicio de este derecho la circunstancia 
de que existan inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo inmueble”. Entonces, ha 
pasado que la ambición desmedida de algunos privados ha despojado a propietarios 
legítimos de sus tierras y una vez realizado el traspaso, no hay vuelta atrás. Pero, por otra 
parte, también ha permitido legitimar como dueños a personas que son habitantes regulares 



 

o históricos de un terreno.  Sin embargo, debido a la  falta o ineficiente fiscalización por parte 
del MBN terminan por ocurrir situaciones desfavorables y algunas veces injustas.7 

Para hacer un poco de historia, el D.L. 2.695/79, se dictó en sus comienzos para permitir la 
incorporación al proceso productivo nacional de inmuebles rurales y urbanos, regularizar su 
posesión y obtener así su incorporación al Registro de Propiedad8. La razón de que hoy aun 
existan saneamientos es visto como una acción orientada a colaborar con la equidad social 
del país. Los nuevos propietarios pueden acceder a beneficios como postular a obras de 
mejoramiento de sus bienes raíces, heredar el terreno de forma legítima a sus 
descendientes, acceder a subsidios estatales, créditos en la banca privada, entre otros. Los 
solicitantes pueden ser personas naturales, como también, sociedades, corporaciones o 
fundaciones de derecho privado, organizaciones comunitarias, sindicatos y empresas de 
responsabilidad limitada. Sin embargo, este decreto está acotado solo a regular propiedad 
privada, según su artículo 8 que excluye explícitamente a la propiedad fiscal, en ese caso 
¿Qué pasa con la entrega de predios fiscales?... 

ADQUISICIÓN, ADMINISTRACIÓN Y DISPOSICIÓN DE BIENES DEL ESTADO 

Más del 50% del territorio nacional está en manos del fisco y su adquisición, administración 
y disposición es normado mediante el decreto de ley 1.939 del año 1977. El tema de base 
que orientó la creación de este instrumento legal fue la premisa de que los bienes del Estado 
deben ser aprovechados óptimamente desde el enfoque del desarrollo económico y social 
del país. Se asume entonces que, en la formulación de esta ley, nunca fue prioridad o 
relevante el tema de resguardar el patrimonio natural y/o cultural, haciendo con ello posible 
la privatización de espacios de alto valor. Sin embargo, en el transcurso de los años y los 
gobiernos de turno, esta ley ha sufrido algunas modificaciones con el propósito de dar mayor 
cabida a la protección y conservación de territorios de naturaleza 

El año 2010, a través de la ley 20.417 que crea el Ministerio de Medio Ambiente, el Servicio 
de Evaluación Ambiental y la Superintendencia de Medioambiente y se incluyeron algunas 
regulaciones relativas a la entrega de áreas fiscales. Es así que se modifica el artículo 16 sobre 
entrega por venta, arriendo o concesión (a través de arrendamientos, actas de radicación9 o 
títulos gratuitos de dominio) de terrenos fiscales rústicos a privados. Este artículo es muy 
importante ya que hoy se exige por contrato, decretos o resoluciones que los nuevos 
propietarios tengan ciertas prohibiciones y obligaciones tanto de índole forestal como de 
recuperación de terrenos y protección del medioambiente10. Respecto a esto último, recae 

                                                           
7 http://www.lyd.org/lyd/biblio/RL-779-4190-12-Regularizacion%20de%20bienes%20raices.pdf 
8 http://fojas.conservadores.cl/articulos/saneamiento-de-la-propiedad-inmueble-2 
9 Acta de radicación: es un permiso de ocupación de un inmueble fiscal por un período de tiempo determinado 
y sujeto a ciertas obligaciones de conservación, mantención y/o explotación del mismo. El otorgamiento de 
un acta de radicación no obliga al Ministerio de Bienes Nacionales a efectuar la posterior transferencia 
10 Artículo 16.- En los contratos de compraventa de terrenos fiscales rústicos y en los decretos o resoluciones 



 

en el Ministerio del Medio Ambiente imponerle al propietario proteger los recursos naturales 
que le fueron entregado. Esto resulta de gran relevancia si pensamos que la destinación y 
concesiones son entregadas a instituciones que lo soliciten para dar cumplimiento a sus 
propios fines (artículo 56 del D.L 1939/7711) pudiendo ser estos netamente económicos y no 
incluir ninguna consideración de resguardo ambiental. Lamentablemente, desde la entrada 
en vigencia del Ministerio de Medio Ambiente hasta el 2018 , NO se había emitido ningún 
informe que obligue a proteger el medioambiente a nuevos propietarios/arrendatarios de 
ex tierras fiscales12. Sin desmedro de lo anterior, cabe señalar que el MBN entrega las tierras, 
pero es responsabilidad del nuevo propietario contar con todos los permisos ambientales y 
sectoriales para poner en marcha su proyecto. De no lograr contar con los permisos, el 
terreno debe ser devuelto íntegramente al MBN.  

A continuación, analizaremos los distintos mecanismos de administración y disposición de 
terrenos fiscales además de algunas otras consideraciones que nacen del DL 1939/77 como 
son los Bienes Nacionales Protegidos (BNP), las áreas del Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas del Estado (SNASPEs) y el acceso a las playas en contraste con la situación de las 
montañas. En materia de accesos, cabe destacar el año 2019 ingresó una Ley de Acceso a las 
Montañas, liderada por el Diputado Sebastián Torrealba pero aún sigue en tramitación. 

De la administración de terrenos fiscales 

En relación a las concesiones, estas están sujetas a las siguientes consideraciones (título III 
párrafo I D.L. 1939/77): 

1. Podrán adjudicarse a través de licitación pública o privada, nacional o internacional o 
directamente, en casos debidamente fundados.  

2. La solicitud deberá incluir: la actividad a desarrollar, el plazo (no puede exceder los 
50 años), las obras que ejecutará en el predio solicitado y el derecho o renta que 
ofrece.  

3. La concesión puede ser transferida de forma voluntaria o forzada a una persona de 
nacionalidad chilena que dé continuidad a lo acordado en el contrato inicial. 

En lo que respecta al arriendo de bienes fiscales (título III párrafo III D.L. 1979/77) estos son 
concedidos bajo contrato a particulares para su uso y goce.  

                                                           
que concedan arrendamientos, actas de radicación o títulos gratuitos de dominio, deberán contemplarse, 
previo informe del Ministerio de Agricultura, las prohibiciones y obligaciones tanto de índole forestal como 
de protección o recuperación de terrenos a que se someterá el beneficiario. Cuando procediere, podrán 
imponerse obligaciones para la protección del medio ambiente, en cuyo caso procederá informe previo del 
Ministerio del Medio Ambiente. 
11 Artículo 56.- Mediante la destinación se asigna, a través del Ministerio, uno o más bienes del Estado a la 
institución que los solicita, con el objeto de que los emplee en el cumplimiento de sus fines propios. 
12 Consultado y respondido a través de la Oficina de Informaciones, Reclamos y Sugerencias, OIRS, del 
Ministerio de Medio Ambiente. Respuesta entregada el 02-01-2018. 



 

En ambos casos, tanto las concesiones como los arriendos, no están sujetos a algún criterio 
legal o planificación de uso, por lo que es posible concesionar y arrendar sin muchas 
consideraciones adicionales. Sin embargo, en ambos casos, el MBN puede cancelar la 
entrega del bien fiscal si es que no se le está dando el uso acordado por contrato. Una vez 
más, resulta imprescindible que el MBN cuente con presupuesto suficiente para poder 
fiscalizar los terrenos y cerciorarse que el uso que se les están dando a estos sea el acordado 
por contrato. Y, por otra parte, es indispensable que el Ministerio de Medioambiente haga 
sus observaciones a los contratos de entrega de terrenos, incorporando obligaciones de 
carácter ambiental, tal como lo faculta el artículo 16 de la presente ley.  

De los Bienes Nacionales Protegidos  (BNP) 

El MBN tiene una cartera de 420 inmuebles fiscales con valor como patrimonio natural y 
cultural. Estos se componen de 62 inmuebles declarados Bienes Nacionales Protegidos 
(BNP), 156 Monumentos Históricos (MH), 122 Inmuebles de Conservación Histórica (MH), 76 
rutas patrimoniales y 4 de patrimonio mundial.13 
 
Los BNP nacen el 2003 en el marco de la Estrategia Nacional de Biodiversidad. Este programa 
constituye una alianza público-privada que busca proteger espacios de interés de 
conservación a través de entrega de concesiones. Este instrumento nace a partir del DL 
1939/77 y funciona como una autodestinación de propiedad fiscal con fines exclusivos de 
protección del patrimonio, conservación ambiental y manejo sostenible de sus recursos 
naturales.  
 
Más detalles de cómo operan estos BNP se establecen en las órdenes ministeriales de los 
gobiernos de turno. Los último dos gobiernos han procedido de igual manera14, incluyendo 
las siguientes tareas:  

- El MBN tiene a su cargo elaborar una línea base ambiental y una guía de manejo del 
área.  

- Las Seremis deben velar para que los BNP sean efectivamente administrados por el 
MBN o el tercero que se adjudicó la concesión.  

 
También se definen los criterios para declarar que un inmueble fiscal sea declarado BNP:  

- Ser un área claramente geodelimitada.  
- Disponer de un instrumento de planificación (guía de manejo).  
- Tener excepcionales características naturales o culturales, tales como:  

                                                           
13 Información entregada por el Jefe Unidad de Gestión Territorial y Patrimonio en Seminario Áreas 
Protegidas del Estado organizado por Fundación Aumen. 24 de julio 2020. Link: 
https://www.facebook.com/AumenOng/videos/277515236879048/?q=aumen 
14 Orden Ministerial N° del 21 de septiembre del 2012 y la Orden Ministerial N°1 del 9 de marzo del 2015, 
ambas establecen las normas en materia de enajenación y administración de bienes raíces fiscales.  

https://www.facebook.com/AumenOng/videos/277515236879048/?q=aumen


 

o Sitios prioritarios: sitios prioritarios definidos en las estrategias regionales de 
biodiversidad.  

o Ecosistemas subrepresentados: inferior al 10% o no estar representados en 
el SNASPE. 

o Especies en categorías de Conservación: Presencia de especies de flora y/o 
fauna cuyos estados de conservación se encuentren en alguna categoría 
contemplada en los distintos procesos de clasificación de especies.  

o Presencia de algún elemento singular del patrimonio natural y cultural 
asociado a formaciones geológicas, belleza escénica, cuerpos de agua, entre 
otros.  

o Culturales y sociales: Ecosistemas que contengan bienes del patrimonio 
cultural y/o sostengan actividades o “sistemas tradicionales o ancestrales de 
subsistencia” cuya importancia para comunidades locales sea manifiesta, ya 
sea en términos económicos o culturales.  

 
A julio 2020, solo 36 BNP cuentan con administración efectiva (58%) y la superficie total 
protegida bajo esta figura alcanza las 615.134 ha.  Al igual que las áreas del Sistema Nacional 
de Áreas Protegidas, la mayor cantidad de superficie protegida se encuentra en zona sur-
austral del territorio (Anexo 2).  
 
De la disposición de terrenos fiscales  

En el caso de las ventas (título IV párrafo 1 del D.L. 1979/77) y entregas gratuitas, el escenario 
es aún más complejo e incierto. El artículo 84 que define las condiciones de las ventas dice 
que será el presidente de la República, a través del MBN quien podrá vender directamente, 
como asimismo mediante subasta o propuesta pública o privada, los bienes fiscales que no 
sean imprescindible para el cumplimiento de los fines del Estado, a personas naturales o 
jurídicas de derecho público o privado. Y lo mismo ocurre con las entregas gratuitas las cuales 
el artículo 88 establece que será también el presidente de la República, quien a través del 
MBN podrá autorizar la transferencia gratuita de inmuebles fiscales rústicos o urbanos, a 
personas naturales chilenas. Podrán concederse también títulos gratuitos a personas jurídicas 
que no persigan fines de lucro, a fin de satisfacer en esta forma una necesidad de bien público. 
En ambos casos y tal como se menciona, el Estado puede vender o entregar de forma gratuita 
y a voluntad la propiedad fiscal; entonces nos preguntamos ¿Es el Estado el custodio o 
guardián más idóneo del patrimonio natural que nos pertenece a todos los chilenos? Quizás 
en un país, donde prima lo económico por sobre lo ambiental, es necesario hacerse este 
cuestionamiento.  

Esto es sumamente delicado ya que no existen parámetros claros que regulen la entrega de 
terrenos, o sea, no hay un criterio estandarizado para la toma de decisión. Entonces, ¿Cuáles 
son las razones por las cuales el legislador decide vender una propiedad o un terreno a una 



 

persona cualquiera? ¿Estará velando por el bien común o estará pensado solo en satisfacer 
una necesidad inmediata? Los últimos gobiernos han sido un claro ejemplo de que el destino 
de los predios fiscales pasa exclusivamente por el gobierno de turno. De acuerdo a la cuenta 
pública 2016 del MBN, durante el gobierno de Michelle Bachelet (2014-2018), se 
privilegiaron las entregas de tierras fiscales en administración por sobre las ventas, con la 
finalidad de dar sostenibilidad en el tiempo a los ingresos que percibe el Ministerio al mismo 
tiempo que se conservan los títulos de dominio de la propiedad. Todo lo contrario, ocurre 
en los dos gobiernos de Sebastián Piñera (2010-2014 y 2018-2022), en los cuales se ha dado 
prioridad a las ventas por sobre la administración, perdiéndose con ello los títulos de 
dominio.  

Dentro de las facultades que tiene el MBN está también el definir cuales bienes fiscales 
pueden ser cedidos y cuáles no. Para ello se definen dos categorías:  

Bienes no prescindibles: son los inmuebles que el Ministerio NO está dispuesto a enajenar. 
En general el Ministerio no declarará prescindibles los inmuebles fiscales que se encuentren 
en las siguientes situaciones:  

- Inmueble ocupado por servicios públicos. 
- Los que gozan de alguna categoría de conservación (SNASPE, BNP, rutas 

patrimoniales).  
- Inmuebles emplazados en lugares definidos como estratégicos por el mismo 

Ministerio u otro organismo público (p/e: fuerzas armadas y/o proyectos de 
seguridad pública) 

- Aquellos cuya administración esta conferida por ley a otros organismos del Estado o 
que por ley no pueden enajenarse.  

- Otros inmuebles fiscales que el Ministerio, en cualquier tiempo, declare como no 
prescindible. 

Bienes Prescindibles: son aquellos inmuebles fiscales que el Ministerio declara como tales, 
sea de oficio o por solicitud de parte.  

Se entiende con lo anterior que cualquier bien fiscal puede pasar de ser prescindible a no 
prescindible (imprescindible) si así lo dictaminase el mismo Ministerio15. Al parecer no existe 
ninguna normativa dentro del Ministerio que regule esto convirtiéndola por tal en una 
decisión de carácter arbitrario.  

Del Sistema Nacional de Áreas Protegidas del Estado (SNASPE)  

La ley 18.362 del año 1984 (modificada/actualizada el año 2014) que crea el Sistema Nacional 
de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE) también hace una serie de modificaciones 
a DL 1939/77 como eliminar el  artículo 21 el cual hacía mención sobre la disposición de 

                                                           
15 Puede que esto esté sujeto a otras también. 



 

terrenos para la creación de parques o reservas16. Con esto, el Ministerio de Medioambiente 
(MMA) asume la responsabilidad de destinar áreas fiscales para protección, aunque sin total 
autonomía debido a que la decisión final tiene que pasar por la aprobación del Consejo de 
Ministros para la Sustentabilidad.  

Cabe señalar que el Consejo de Ministros para Sustentabilidad es presidido por el MMA e 
integrado por el Ministros de Agricultura, de Hacienda, de Salud, de Economía, Fomento y 
Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y 
Telecomunicaciones, de Minería y Planificación. Extrañamente, siendo tan importante la 
educación y el deporte en materias de sustentabilidad, estos Ministerios no están 
representados en el consejo. Las labores de este Consejo tienen injerencia en casi todas las 
decisiones que podría o debería tomar el MMA de forma autónoma como, por ejemplo, la 
elaboración de políticas públicas para el manejo, uso y aprovechamiento sustentable de los 
recursos naturales y la creación de las Áreas Protegidas del Estado, que incluye parques y 
reservas marinas, así como los santuarios de la naturaleza y de las áreas marinas costeras 
protegidas de múltiples usos entre otras cosas. El MMA es el único de los ministerios que 
está supeditado a consultar su accionar a un conjunto de otros Ministerios, con intereses y 
vocaciones muy disímiles a las de este organismo.  

Del acceso a las playas 

El DL 1939/77 en su artículo 13 garantiza el acceso a playas de mar, ríos o lagos para fines 
turísticos y de pesca17.  Y aquí nos preguntamos, ¿Qué ocurre con los destinos de montaña? 
En Catastro de Bienes Nacionales de Montaña (enero del 2018), muestra que el 70% de su 
propiedad está en zonas de montaña, lo que implica, alrededor del 60% de las montañas de 
Chile. En Chile existe una demanda alta y creciente por acceder a las cumbres y atractivos 
cordilleranos, pero no hay ninguna garantía de poder hacerlo. Ocurre que muchos de los 
predios fiscales de montaña se encuentran restringidos por privados que niegan o dificultan 
su paso. Y en el caso de territorios fiscales, a la hora de entregar en concesión u otro, no se 
obliga por ley a dar acceso a lo que hay detrás, por ejemplo, acceso a montañas fiscales a 
través de una servidumbre de paso. Así como el artículo 16 impone prohibiciones y 
obligaciones a los nuevos propietarios, esta ley también debiera asegurar/garantizar que 
quienes quieran ir de forma recreativa a un destino de montaña de propiedad fiscal, tengan 
acceso garantizado. Pero aquí nos encontramos con otra piedra de tope y es que existe una 

                                                           
16 Artículo 21.- El Ministerio, con consulta o a requerimiento de los Servicios y entidades que tengan a su cargo 
el cuidado y protección de bosques y del medio ambiente, la preservación de especies animales vegetales y 
en general, la defensa del equilibrio ecológico, podrá declarar Reservas Forestales o Parques Nacionales a 
aquellos terrenos fiscales que sean necesarios para estos fines. Estos terrenos quedarán 
bajo el cuidado y tuición de los organismos competentes. 
17 Artículo 13.- Los propietarios de terrenos colindantes con playas de mar, ríos o lagos, deberán facilitar 

gratuitamente el acceso a éstos, para fines turísticos y de pesca, cuando no existan otras vías o caminos 
públicos al efecto. 



 

diferencia entre bien fiscal y bien fiscal de uso público. Para entender esto es necesario 
revisar algunas definiciones claves18:  

Bien Nacional: De conformidad con el artículo 589 del Código Civil, son bienes nacionales 
aquellos cuyo dominio pertenece a la nación toda, y se clasifican en dos categorías: bienes 
nacionales de uso público y bienes fiscales o del Estado.  

Bienes Nacionales de Uso Público: Son aquellos cuyo uso pertenece a todos los habitantes de 
la nación. Este es el caso de las playas y por tanto el Estado garantiza su uso y goce. Sin 
embargo, la legislación no es clara respecto a los mecanismos a utilizar para conceder el 
acceso.  

Bienes Fiscales o del Estado: Son todo aquellos cuyo uso no pertenece a todos los habitantes 
de la nación.  
 
De acuerdo al art. 64 del D.L 1979/77 el Ministerio de Bienes Nacionales podrá afectar bienes 
fiscales al uso público y viceversa. La ley no es clara con respecto a cuáles son los criterios a 
utilizar para la toma de decisión de estas acciones, pero parece sugerente que las razones 
podrían pasar por la voluntad y criterio del Ejecutivo. 
 
Cabe mencionar que el acceso, uso y goce de espacios públicos por parte de la ciudadanía 
debiera venir acompañado de la implementación de un programa de gobierno relacionado 
con la educación. Es evidente el deterioro ambiental que han sufrido algunas playas producto 
de malas costumbres y la poca educación de algunos usuarios. Es por ello que se vuelve tan 
necesaria la tarea de educar desde la base, apuntando a formar ciudadanos conscientes del 
cuidado y respeto por uno mismo, los otros y su entorno. Es innegable que existe una gran 
presión por ingresar a las montañas por parte de la comunidad de montañeros, escaladores, 
turistas, investigadores, entre otros, sin embargo, el camino para lograr este derecho debe 
estar vinculado con un cambio cultural profundo que vaya más allá del entendimiento de la 
montaña como un simple espacio de recreo o investigación, debemos ser conscientes de que 
ella es parte de nosotros y nosotros de ella y por tanto la cuidamos y valoramos como a 
cualquier persona u objeto que amamos con imperiosa incondicionalidad.  
 
CONCLUSIÓN 

De acuerdo a lo revisado en el presente documento, el tema del dominio de la tierra en Chile 

no es un tema sencillo y merece la pena el presente análisis para poder entenderlo a 

cabalidad. Existen diferencias importantes de conceptos que deben estar claros a la hora de 

hacer cualquier conjetura. Cuando estamos hablando del dominio de la propiedad privada 

                                                           
18 Minuta de la Biblioteca del Congreso Nacional sobre Bienes Nacionales de Uso Público. Verónica de la Paz 
M. vdelapaz@gmail.com. 14/04/2014 
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podemos usar, cuando corresponda, el concepto de saneamiento (D.L. 2.695/79) mientras 

que para hablar de terrenos fiscales debemos usar los conceptos de administración 

(concesiones y arrendamientos) y disposición (ventas y entregas gratuitas) (D.L 1979/77). El 

D.L. 2.695/79 excluye explícitamente a los predios fiscales.  Sin embargo, cabe mencionar 

que, aun que los saneamientos no figuran en el DL 1939/77, lo que implica que solo aborda 

predios privados, no públicos, el Estado, a través del Ministerio de Bienes Nacionales, da 

entrega de títulos gratuitos de terrenos fiscales a particulares que por años han vivido en un 

terreno fiscal, lo que, en definitiva, y en términos coloquiales, “no es lo mismo, pero es igual”  

En Chile, gracias a leyes coloniales y otras creadas en dictadura, ha sido posible privatizar 

gran parte del territorio nacional, inclusive las aguas. Las fuertes presiones por uso y 

ocupación y el avance de un modelo de desarrollo basado en sistemas productivos 

extractivos, vuelven compleja la tarea de gestionar adecuadamente el territorio. Esto sin 

duda pone en riesgo la persistencia de ecosistemas de alto valor natural y cultural. Esto 

además se ve acrecentado por la falta de voluntades/facultades/presupuestos que tiene el 

MMA para hacer uso de sus limitadas atribuciones y dar cumplimiento a su objetivo/misión 

como institución19.  

De acuerdo al Decreto de Ley 3274 de 1980 que “Fija la ley orgánica del Ministerio de Bienes 

Nacionales”, es responsabilidad del ministro establecer los sistemas de control que 

corresponda para la protección, conservación y utilización de los bienes del Estado, cuya 

administración corresponda al Ministerio20. Sin embargo, el escaso presupuesto destinado 

para fiscalización complejiza aún más la tarea de lograr este propósito. Esto repercute 

directamente en que no hay certeza de que las tierras entregadas en administración estén 

siendo usadas para el fin por el cual fueron solicitadas, entre otras irregularidades, como 

desplazamientos de cercos, extracción ilegal de recursos naturales forestales y no 

madereros, y problemas de contaminación (vertederos) entre otros.  

Con respecto a la disposición de terrenos fiscales consideramos que es impostergable dar fin 

a su venta, con excepción de casos debidamente justificados. El rol y la postura del Estado 

debiera ser única y no pasar por los intereses del ejecutivo de turno. Respecto a concesiones 

y arriendos, consideramos urgente contar con criterios de uso del territorio que garanticen 

su adecuada gestión. Por años se han pasado por alto los valores naturales que pudieron 

haber tenido propiedades fiscales entregadas a privados para dar cumplimiento a sus propios 

                                                           
19El Ministerio del Medio Ambiente de Chile, es el órgano del Estado encargado de colaborar con el presidente 
de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia ambiental, así como en 
la protección y conservación de la diversidad biológica y de los recursos naturales renovables e hídricos, 
promoviendo el desarrollo sustentable, la integridad de la política ambiental y su regulación normativa. 
20 Decreto Ley 3274 de 1980, título II, párrafo 1°, artículo 3°, n°3. 



 

fines. El resguardo de nuestro patrimonio natural y cultural debiera ser la prioridad de los 

gobiernos, sobre todo ahora que nos enfrentamos a un escenario de inminente crisis 

socioambiental, climática y de escasez hídrica. El Estado debe además comprometerse a dar 

cumplimiento real a sus compromisos internacionales en materia de conservación de la 

biodiversidad y protección del patrimonio.  

Sin desmedro de lo anterior, reconocemos que las modificaciones de índole ambiental 

realizadas al D.L 1939/77 y la implementación del programa de Bienes Nacionales Protegidos, 

han sido un aporte y un avance en materia de conservación, sin embargo, creemos que el 

camino hacia un país más sustentable y respetuoso requiere de más y nuevas voluntades 

políticas que apunten a fortalecer los programas de conservación, de usar la educación como 

un pilar fundamental del cambio, de hacer un ordenamiento territorial adecuado a escala 

local y de cambiar el actual modelo económico por uno que sea realmente solidario, 

colaborativo y regenerativo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

ANEXO 1. Gráfico de ingresos por arriendo, concesiones y ventas de inmuebles fiscales.  

Fuente: Cuenta pública Ministerio Bienes Nacionales 2017 (no publicada). Lo elaboran en base a la 

información departamento de presupuesto del ministerio, que da cuenta de la ejecución 

presupuestaria por año y cuya expresión financiera corresponde a moneda del año 2017. 

 

ANEXO 2. Distribución Geográfica de las unidades del SNASPE y BNP al 2020  

 

Fuente: Información presentada por el Jefe Unidad de Gestión Territorial y Patrimonio en Seminario 

Áreas Protegidas del Estado organizado por Fundación Aumen. 24 de julio 2020. Link: 

https://www.facebook.com/AumenOng/videos/277515236879048/?q=aumen 

https://www.facebook.com/AumenOng/videos/277515236879048/?q=aumen


 

 


